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Honorable Cámara de Diputados

    Provincia de Buenos Aires

PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y

ARTICULO 1°: Establécese la obligatoriedad en todos los  hipermercados, supermercados, autoservicios, comercios, distribuidores, expendedores y toda otra actividad relacionada directamente con el consumidor y/o usuario de bienes y servicios, de exhibir en lugar visible del establecimiento carteles indicadores , en los que constará la nómina de asociaciones de consumidores y usuarios inscriptas en el Registro Provincial de Asociaciones de Defensa de Consumidores y Usuarios creada por Ley 12460, con sus teléfonos, correos electrónico y domicilios; el domicilio, correo electrónico y teléfono de la Autoridad de Aplicación de la presente ley; identidad de los responsables de la empresa prestataria; ante los cuales el consumidor y/o usuario podrá formular denuncias, reclamos o sugerencias atinentes a los productos y servicios que se comercializan  y lo relacionado con la atención al cliente. 
ARTICULO 2°: El Poder Ejecutivo reglamentará esta Ley dentro de los sesenta días de promulgada.

ARTICULO 3º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

La Constitución Nacional, luego de la reforma de 1994, ha incluido en el artículo 42°, al igual que la Constitución de la Provincia de Buenos Aires en su artículo 38°, la tutela de los derechos de los consumidores y usuarios. 
La protección de la posición que ocupa el usuario y el consumidor en la relación de consumo es, por expresa disposición constitucional, uno de esos bienes colectivos justiciables (artículo 43°,  segundo párrafo de la Constitución Nacional).
A su vez, este derecho puede ser afectado por la falta de información disponible para tomar la decisión de consumo (artículo 42° de la Constitución Nacional). De tal modo, imputar una concreta denegación de información relevante para la decisión de consumo, como lo es la de usar un servicio o el consumo de un bien, es, por sí mismo, un daño o perjuicio que puede servir de base para la configuración de una "causa" judicial, más allá del resultado final del proceso, es decir, de la procedencia o no de otorgar esa información

La dogmática de los derechos fundamentales ha establecido que, en ciertos casos, cuando la protección no es suficiente, es posible configurar “protecciones positivas” de las libertades fundamentales. Estas protecciones surgen de la suma de una libertad negativa y de una acción positiva por parte del Estado. En otras palabras, en estos casos a la prohibición se suma una acción del Estado, cuyo propósito es ampliar el margen de acción de los ciudadanos y permitir un ejercicio más amplio de la libertad. Configurándose de esta manera las denominados “derechos sociales fundamentales”.
Algunos de los argumentos a favor de los derechos fundamentales sociales es que la libertad, en un caso jurídica para hacer u omitir algo sin libertad fáctica (real), es decir, sin posibilidad fáctica de elegir entre lo permitido carece de valor. En el otro caso, es que, bajo las condiciones de la sociedad industrializada moderna, la libertad fáctica de un gran número de titulares de derechos fundamentales no encuentran su sustrato material en un ámbito vital dominado por ellos, sino que depende esencialmente de actividades Estatales.
Existen varias maneras para que el Estado pueda acrecentar el campo de acción de los ciudadanos. Una de ellas es otorgar competencias de derechos privado o público. Otro es el establecimiento de normas protectoras, típicamente de carácter penal, sanciones administrativas o el establecimiento de un régimen de responsabilidad civil específico. Y otro sería el caso en que el estado estableciera el otorgamiento de prestaciones.
Es al Estado a quién le corresponde gestionar que todas las personas puedan estar incluidas en el circuito económico, garantizándoles:

1) La libertad de elección: basada en precios justos y variedad de productos y servicios. Para ello deben descalificarse los monopolios que imponen determinados productos a los precios fijados unilateralmente, de manera que el usuario o consumidor no tiene opción. 

2) La no discriminación o arbitrariedad, permitiendo a la población la misma calidad en los productos, sin distinción de condiciones sociales o económicas. Se evita así la distinción entre alimentos para ricos y alimentos para pobres, estos últimos de menor calidad o con defectos.

3) Acceso digno y equitativo: evitando la subordinación e indefensión ante las quejas y reclamos. Comúnmente, ante una queja o un reclamo, el consumidor es tratado como si se le estuviera haciendo un favor, poniendo en el proveedor la decisión acerca de la procedencia del reclamo o reparación, los tiempos en los que se efectuará, etc, cuando en realidad está ejerciendo el derecho que le asiste en la relación contractual en la que ya cumplió su prestación, a diferencia del proveedor que la cumplió con deficiencias o defectos. 

En ese sentido la ley 24.240 en el capítulo de la Información al consumidor y protección de su salud, dice:
Artículo 4°.- Información. Quienes produzcan, importen, distribuyan o comercialicen cosas o presten servicios, deben suministrar a los consumidores o usuarios, en forma cierta y objetiva, información veraz, detallada, eficaz y suficiente sobre las características esenciales de los mismos. 

Artículo 5°.- Protección al consumidor. Las cosas y servicios deben ser suministrados o prestados en forma tal que, utilizados en condiciones previsibles o normales de uso, no presenten peligro alguno para la salud o integridad física de los consumidores o usuarios. 

Además en el ámbito provincial la ley 13133 - Código Provincial de Implementación de los Derechos de los Consumidores y Usuarios - , nos dice:

Título V: Información a los Consumidores y Usuarios (Arts. 16° a 18°).

Artículo 16º: La Autoridad de Aplicación ejecutará programas de divulgación pública sobre los derechos de los consumidores y usuarios, las normas vigentes y las vías para reclamar. Garantizará que la información esté destinada a alcanzar a todos los sectores de la población, a través de los medios de comunicación. Formulará campañas especiales para alertar sobre los riesgos que determinados productos y servicios importan para la salud y seguridad de la población. Asimismo, estimulando el consumo sustentable y desalentando el consumo de tabaco, los excesos en el consumo de bebidas alcohólicas, la automedicación y todo otro tipo de adicción.

Artículo 17º: La Autoridad de Aplicación instará también a organismos Públicos, Asociaciones de Consumidores, Empresarios y Medios de Comunicación, a divulgar programas de información al consumidor, organizando su capacitación.

Fomentará asimismo las investigaciones y publicaciones técnicas y científicas sobre defensa del consumidor, divulgación de la doctrina jurídica y jurisprudencia de la materia.

Artículo 18º : Toda persona física o jurídica que comercialice bienes o preste servicios a consumidores y usuarios, deberá exhibir en sus locales comerciales conforme a las ordenanzas de cada municipio, un cartel perfectamente visible en lugar destacado que contenga:

a) El enunciado de los siguientes derechos de los consumidores y usuarios:

Protección de la salud y seguridad.

Protección de los intereses económicos.

Información adecuada y veraz.

Libertad de elección.

Condiciones de trato digno y equitativo.

Educación para el consumo.

Calidad y eficiencia de los servicios públicos.

Constitución de asociaciones de consumidores y usuarios.

Procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos.

b) La indicación del domicilio y teléfono de las Autoridades Provincial y Municipal competentes para recibir cualquier consulta o reclamo relacionado con los productos o servicios que se comercializan.

El Estado provincial debe poseer herramientas de políticas públicas que se manifiesten a través de leyes y en la ejecución de programas con contenidos referidos a aspectos a la salud, nutrición, prevención de enfermedades transmisibles por alimentos, adulteración de los alimentos, peligro de los productos, necesidad de su rotulado, formas de obtener compensación, información sobre pesas y medidas, precios, condiciones para el otorgamiento de créditos, etc. 
Para hacer efectivos estas políticas públicas como herramientas de defensa y protección al consumidor – usuario, se debe acudir a medios masivos de comunicación y corresponde en primer lugar a los empresarios, sin perjuicio de la tarea que le cabe al Estado a través de la enseñanza primaria y media. Las autoridades deben buscar la forma de incluir en los planes oficiales la enseñanza de la Ley de Defensa del Consumidor, como así también los recaudos mínimos que los productos deben cumplir, que atañen a su calidad y que son fácilmente detectables.
Uno de los derechos más importantes y que menos se conoce y se exige su cumplimiento es el de la información. En la medida en que se capte en toda su dimensión el correlativo deber de informar de los proveedores, tanto en la etapa precontractual como en el desarrollo de la relación jurídica, se evitarán múltiples frustraciones en la adquisición de bienes y servicios.
El derecho a la información se encuentra estrechamente ligado a la publicidad, aunque sus objetivos sean diferentes: la información es un servicio debido al cliente, un deber que es necesario cumplir; la publicidad, en cambio, apunta a la captación del cliente. La publicidad se encarga de alimentar el espíritu consumista, de manera que los anunciantes se encuentren en condiciones de decirnos qué alimentos comer, qué bebidas tomar, qué automóviles conducir. La publicidad debe atender a la capacidad intelectual del consumidor al que está destinada, de forma de no confundir más al usurario o consumidor.
Todos estos derechos pueden ser ejercidos en forma individual pero su tutela resulta más efectiva con la organización, es decir con las asociaciones de consumidores que tienen como objetivo el cumplimiento efectivo de todos los derechos de los consumidores y usuarios. Estas asociaciones, que surgen del derecho a organizarse y a participar, son organizaciones no gubernamentales, que nacen de la libre asociación de las personas y que participan activamente en la defensa del consumidor, asesorándolo sobre el consumo de bienes y servicios, precios, condiciones de venta, calidad, etc., recibiendo reclamos y proponiendo soluciones, promoviendo la educación del consumidor y llegando a representarlo en muchas oportunidades ante la justicia.

Por lo fundamentado, creemos que es tarea indelegable del Estado Provincial de proteger y educar al consumidor o usuario a través del diseño y de la aplicación de políticas públicas atinentes a satisfacer la finalidad del cumplimiento de los derechos humanos fundamentales contenidos en la Constitución Nacional y Provincial y en sus leyes reglamentarias, es por ello que se solicita a aprobación del presente proyecto de ley.
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